
4/10/21 16:11 Correo: Gina Paola Rodriguez Gomez - Outlook

https://outlook.office.com/mail/inbox/id/AAQkADNiOGVmZTU4LTdiYWEtNGM3Yy04NmM3LWY1OTVlOGI5NmRmNwAQAORNRjygatVLlM4jBsmOEr… 1/2

RV: CONTESTACIÓN DEMANDA PROCESO No. 2021-00301-00, DEMANDANTE:
PROCURADURIA REGIONAL DEL VICHADA

Secretaria General Tribunal Administrativo - Seccional Villavicencio
<sgtadmvcio@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Vie 01/10/2021 14:55
Para:  Gina Paola Rodriguez Gomez <grodrigg@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC:  Angela Maria Quitora Veloza <aquitorv@cendoj.ramajudicial.gov.co>; Yehimmi Nathalia Torresbeltran
<yetorresb@cendoj.ramajudicial.gov.co>

50001233300020210030100


RADICACIÓN: 50 001 23 33 000 2021 00301 00
M. DE CONTROL: ACCIÓN POPULAR 
ACCIONANTE: PROCURADURÍA REGIONAL DEL VICHADA ACCIONADOS: NACIÓN-MINISTERIO DE
JUSTICIA Y OTROS


El doctor Gustavo Russi Suárez, apoderado de La Nación Ministerio de Defensa Nacional – Ejército
Nacional, allega contestación de la demanda, poder y anexos

De: Notificaciones Villavicencio <Notificaciones.Villavicencio@mindefensa.gov.co>

Enviado: viernes, 1 de octubre de 2021 2:25 p. m.

Para: Secretaria General Tribunal Administrativo - Seccional Villavicencio
<sgtadmvcio@cendoj.ramajudicial.gov.co>; Proc. II Judicial Administrativa 49
<procjudadm49@procuraduria.gov.co>; abermudezp@procuraduria.gov.co <abermudezp@procuraduria.gov.co>;
vichada@defensoria.gov.co <vichada@defensoria.gov.co>; MILENA MARTINEZ <notificaciones@inpec.gov.co>;
buzonjudicial@uspec.gov.co <buzonjudicial@uspec.gov.co>; notificacionjudicial@vichada.gov.co
<notificacionjudicial@vichada.gov.co>; juridica@cumaribo-vichada.gov.co <juridica@cumaribo-vichada.gov.co>;
notificacionesjudiciales@laprimavera-vichada.gov.co <notificacionesjudiciales@laprimavera-vichada.gov.co>;
notificaciones@santarosalia-vichada.gov.co <notificaciones@santarosalia-vichada.gov.co>

Asunto: CONTESTACIÓN DEMANDA PROCESO No. 2021-00301-00, DEMANDANTE: PROCURADURIA REGIONAL
DEL VICHADA
 
Buenas tardes.

En atención a lo dispuesto en el Decreto 806 de 2020, me permito remitir por este medio contestación
de la demanda, a fin de que obre dentro del proceso indicado en el asunto de este mensaje.  

Asimismo me permito enviar en formato pdf el correo mediante el cual me fue transmitido el mandato
para actuar en este juicio, a fin de allegar al expediente la trazabilidad del mensaje de datos
del 30 de septiembre de 2021 a las 16:04 horas, mediante el cual la Doctora Jammy Maryory Castañeda
Martinez, encargada del trámite administrativo de los poderes judiciales en mi oficina de la ciudad de
Bogotá, remitió desde su correo institucional a la secretaria de esta Sede del Grupo Contencioso
Constitucional el poder otorgado por el Director de Asuntos Legales del Ministerio de Defensa
Nacional, dándose cumplimiento de esta manera a lo dispuesto en el artículo 5o del Decreto 806 de
2020.
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De manera simultánea se envía este escrito al correo electrónico de notificaciones suministrado por la
parte actora en el escrito de demanda, a los demás sujetos procesales y al buzón de la señora Agente
del Ministerio Público .

Cordialmente,

Gustavo Russi Suárez
Ministerio de Defensa Nacional
Dirección de Asuntos Legales



 
 

Ética, Disciplina e Innovación  
Comando Cuarta División Canton Militar de Apiay 
Villavicencio (Meta) 
www.mindefensa.gov.co - @mindefensa 
 

HONORABLES MAGISTRADOS 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL META 

Villavicencio (Meta) 

E.S.D. 

 

 

 

REF: Proceso No. 500012333000-2021-00301-00 

 Actor:  PROCURADURÍA REGIONAL DEL VICHADA 

 Acción:  ACCIÓN POPULAR 

 

 

 

Gustavo Russi Suárez, mayor de edad, identificado con cédula de ciudadanía No. 

79’521.955 de Bogotá, portador de la tarjeta profesional de abogado No. 77.649 del 

C.S.J., obrando en condición de apoderado especial de La Nación Ministerio de 

Defensa Nacional – Ejército Nacional dentro del juicio de la referencia, de conformidad 

con el poder especial otorgado por el señor Director de Asuntos Legales y estando 

dentro del término previsto en el artículo 22 de la Ley 472 de 1998, me permito 

CONTESTAR LA DEMANDA en los siguientes términos: 

 

EN CUANTO A LOS HECHOS Y OMISIONES 

 

A pesar de que de manera acertada el Tribunal Administrativo del Meta en providencia 

del 10 de agosto de 2021 le ordenó al demandante que: “... deberá aclarar tanto los 

hechos, actos, acciones u omisiones, como las pretensiones, frente a cada uno de los 

demandados, exponiendo concretamente las actividades que considera de cada uno 

resultan atentatorias de cada uno de los derechos colectivos invocados, así como la 

pretensión correlativa.”, cuestión que de manera deliberada el actor omitió en el 

escrito allegado el 12 de agosto siguiente, en el que hace una transcripción de los 

aspectos narrados de manera general en su escrito inicial, con lo que se impide 

ejercer de manera adecuada el derecho de defensa y contradicción de las entidades 

demandadas, se procederá a contestar de la siguiente forma: 
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Teniendo en cuenta que en la totalidad de los hechos manifestados en el escrito del 12 

de agosto de 2021 mediante el cual el actor popular pretendió subsanar la demanda, no 

existe asomo alguno de responsabilidad por acción u omisión del Ministerio de Defensa 

Nacional, o se haga alguna mención directa o indirecta a las funciones de la entidad 

que represento, manifiesto que deberán ser demostrados por el señor Álvaro Ricardo 

Bermúdez Picón, en calidad de Procurador Regional del Vichada, por lo que me atengo 

a lo que se pruebe en el juicio.  

 

EN CUANTO A LAS PRETENSIONES 

 

Me opongo a todas y cada una de ellas, en cuanto a la vinculación del Ministerio de 

Defensa Nacional a esta acción popular, por carecer completamente de legitimación en 

la causa por pasiva, toda vez que en la supuesta vulneración de derechos colectivos 

mencionados genéricamente en el escrito de demanda, no participa de ninguna manera, 

ni por acción ni por omisión, no obstante que se intente su vinculación dentro del 

presente asunto. 

 

Cabe resaltar el esfuerzo de la administración de justicia al brindarle la oportunidad al 

actor para que subsanara su demanda, en virtud del auto del 10 de agosto de 2021 en 

el que le indicó claramente que frente a las pretensiones debía exponer concretamente 

las actividades que considera de cada uno de los convocados, lo cual constituyera una 

conducta atentatoria de los derechos colectivos invocados, así como la pretensión 

correlativa.  La omisión del actor de obedecer esta orden es evidente y es así como el 

auto del 8 de septiembre pasado plantea de manera expresa la salvedad por la que en 

últimas da trámite a esta acción. 

 

RAZONES DE LA DEFENSA 

 

El artículo 2º, inciso segundo de la Ley 472 de 1998, al desarrollar el artículo 88 de la 

Constitución Política, dispone que las acciones populares se ejercen para evitar el 

daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o el agravio sobre 

los derechos e intereses colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando 

fuere posible; y al tenor del artículo 9º de la misma disposición, esas acciones 

proceden contra toda acción u omisión de las autoridades públicas o de los 

particulares, que hayan violado o amenacen violar los derechos e intereses colectivos. 
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De acuerdo con lo anterior, se tiene que los supuestos sustanciales para que proceda 

la acción popular son los siguientes: 

 

a. Una acción u omisión de la parte demandada,  

b. Un daño contingente, peligro, amenaza, vulneración o agravio de derechos o 

intereses colectivos, peligro o amenaza que no es un modo alguno el que 

proviene de todo riesgo  normal de la actividad humana y,  

c. La relación de causalidad entre la acción u omisión y la señalada afectación de 

tales derechos e intereses; dichos supuestos deben ser demostrados de manera 

idónea en el proceso respectivo. 

 

Sobre esta acción constitucional, el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo en el artículo 144 prevé: 

 

“ARTÍCULO 144. PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS E 
INTERESES COLECTIVOS. Cualquier persona puede demandar la 
protección de los derechos e intereses colectivos para lo cual podrá 
pedir que se adopten las medidas necesarias con el fin de evitar el daño 
contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio 
sobre los mismos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando 
fuere posible. 
 

Cuando la vulneración de los derechos e intereses colectivos 
provenga de la actividad de una entidad pública, podrá demandarse su 
protección, inclusive cuando la conducta vulnerante sea un acto 
administrativo o un contrato, sin que en uno u otro evento, pueda el juez 
anular el acto o el contrato, sin perjuicio de que pueda adoptar las 
medidas que sean necesarias para hacer cesar la amenaza o vulneración 
de los derechos colectivos. 
 

Antes de presentar la demanda para la protección de los derechos 
e intereses colectivos, el demandante debe solicitar a la autoridad o al 
particular en ejercicio de funciones administrativas que adopte las 
medidas necesarias de protección del derecho o interés colectivo 
amenazado o violado. Si la autoridad no atiende dicha reclamación 
dentro de los quince (15) días siguientes a la presentación de la 
solicitud o se niega a ello, podrá acudirse ante el juez. 
Excepcionalmente, se podrá prescindir de este requisito, cuando exista 
inminente peligro de ocurrir un perjuicio irremediable en contra de los 
derechos e intereses colectivos, situación que deberá sustentarse en la 
demanda.”  (resaltado del suscrito) 
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Con base en el análisis del material probatorio que acompaña la notificación 

electrónica y el traslado de esta demanda, es claro concluir que no existe ninguna 

evidencia que permita comprobar la presencia de cualquier clase de mención o 

participación del Ministerio de Defensa Nacional en la tarea de administración y 

control de los centros de reclusión del país y, en especial, del departamento del 

Vichada.  

 

Adicional a lo anterior, se deberá verificar si las cuestiones reclamadas en la presente 

demanda de acción popular ya han sido desatadas por la administración de justicia a 

través de las decisiones adoptadas por la Corte Constitucional, que han declarado el 

estado de cosas inconstitucional respecto de los sucesos descritos por el procurador 

regional del Vichada, con lo cual el trámite a emprender deberá ser adecuado al 

acatamiento de las acciones de tutela proferidas y el incidente de desacato propio de 

ese trámite. 

 

De otra parte, el artículo 5º del Decreto 1512 de agosto 11 de 2000, por el cual se 

modifica la estructura del Ministerio de Defensa Nacional y se dictan otras 

disposiciones, consagra las funciones de este Ministerio en los siguientes términos:  

 

“ARTÍCULO 5º. Funciones del Ministerio de Defensa Nacional. El 

Ministerio de Defensa Nacional tendrá, además de las funciones que 

determina el artículo 59 de la Ley 489 de 1998, las siguientes: 

 

1. Participar en la definición, desarrollo y ejecución de las políticas 

de defensa y seguridad nacionales, para garantizar la soberanía nacional, 

la independencia, la integridad territorial y el orden constitucional, el 

mantenimiento de las condiciones necesarias para el ejercicio y el 

derecho de libertades públicas, y para asegurar que los habitantes de 

Colombia convivan en paz.  

  

2. Contribuir con los demás organismos del Estado para alcanzar 

las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos, obligaciones 

y libertades públicas. 

 

3. Coadyuvar al mantenimiento de la paz y la tranquilidad de los 

colombianos en procura de la seguridad que facilite el desarrollo 
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económico, la protección y conservación de los recursos naturales y la 

promoción y protección de los Derechos Humanos.” 

 

A su turno, el artículo 15 de la Ley 65 de 1993, Por la cual se expide el Código 

Penitenciario y Carcelario, modificada por el artículo 7 de la Ley 1709 de 2014, 

dispone que  

 

“El Sistema Nacional Penitenciario y Carcelario está integrado por 

el Ministerio de Justicia y del Derecho; el Instituto Nacional Penitenciario 

y Carcelario (Inpec) y la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios 

(Uspec), como, adscritos al Ministerio de Justicia y del Derecho con 

personería jurídica, patrimonio independiente y autonomía administrativa; 

por todos los centros de reclusión que funcionan en el país; por la 

Escuela Penitenciaria Nacional; por el Ministerio de Salud y Protección 

Social; por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y por las 

demás entidades públicas que ejerzan funciones relacionadas con el 

sistema. 

 

El sistema se regirá por las disposiciones contenidas en este 

Código y por las demás normas que lo adicionen y complementen.” 

 

De la lectura de estas normas emerge que la política carcelaria y la situación de los 

establecimientos penitenciales mencionados por el actor popular, escapan por 

completo de la órbita funcional de la Entidad que represento, por lo que carece de 

legitimación como a continuación se expondrá. 

 

MEDIOS DE EXCEPCIÓN 

 

FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA 

 

Teniendo en cuenta todo lo antes planteado, resulta evidente, pues así lo ha 

establecido el H. Consejo de Estado, que la ausencia de imputación de responsabilidad 

en la omisión o acción que vulnera o afecta un derecho o interés colectivo, supone 

automáticamente la imposibilidad de acceder a las pretensiones de la demanda popular, 

por ausencia de legitimación pasiva. 

 

Sobre estos aspectos, ha  expuesto el Consejo de Estado lo siguiente: 
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“Tener legitimación en la causa consiste en ser la persona que, de 

conformidad con la ley sustancial, puede formular o contradecir las 

pretensiones contenidas en la demanda, por ser el sujeto activo o pasivo de 

la relación jurídica sustancial pretendida, que debe ser objeto de la decisión. 

La legitimación en la causa se refiere a la relación sustancial que existe 

entre las partes del proceso y el interés sustancial en litigio o que es el 

objeto de la decisión reclamada. La legitimación pasiva le pertenece al 

demandado y, a quienes intervengan para controvertir la pretensión del 

demandante; así el demandado debe ser la persona que conforme a la ley le 

corresponde contradecir la pretensión del demandante o frente a la cual 

permite la ley que se declare al relación jurídica sustancial objeto de la 

demanda. Por lo anterior, la falta de legitimación en la causa no impide 

desatar el litigio de fondo, pues, es evidente que si se reclama un derecho 

frente a quien no es el llamado a responder, debe negarse la pretensión del 

demandante. (Resaltado del suscrito) (Radicación No. 25000-23-25-000-

2002-02788-01 (AP), actor: CORPORACIÓN DE RESIDENTES DEL BARRIO 

CHICO NORTE SANTA BIBIANA, demandado DISTRITO CAPITAL DE 

BOGOTÁ SECRETARIA DE TRANSITO Y TRANSPORTE Y OTROS) 

 

Sustenta este medio de excepción el hecho de que el Ministerio de Defensa Nacional 

carece por completo de cualquier injerencia en el asunto que refiere la presente 

demanda, el cual de conformidad con las disposiciones antes transcritas, 

eventualmente corresponde a otras autoridades.  

 

En ninguno de los hechos narrados en la demanda o en los copiados en el memorial de 

subsanación, se alude al Ministerio de Defensa Nacional ni se expone reproche alguno 

de la gestión de esta cartera. 

 

Por ende, es factible dictar sentencia anticipada parcial a fin de excluir del presente 

trámite a la entidad que represento. 

 

INEPTITUD DE DEMANDA POR FALTA DE REQUISITOS FORMALES 

 

Sobre los requisitos de la demanda en la acción popular, el artículo 18 de la Ley 472 

de 1998 dispone lo siguiente: 

 



 7 

“Para promover una acción popular se presentará una demanda o 

petición con los siguientes requisitos: 

a) La indicación del derecho o interés colectivo amenazado o 

vulnerado; 

b) La indicación de los hechos, actos, acciones u omisiones que 

motivan su petición; 

c) La enunciación de las pretensiones; 

d) La indicación de la personas natural o jurídica, o la autoridad 

pública presuntamente responsable de la amenaza o del agravio, si fuere 

posible; 

e) Las pruebas que pretenda hacer valer; 

f) Las direcciones para notificaciones; 

g) Nombre e identificación de quien ejerce la acción. 

La demanda se dirigirá contra el presunto responsable del hecho u 

omisión que la motiva, si fuere conocido. No obstante, cuando en el curso 

del proceso se establezca que existen otros posibles responsables, el 

juez de primera instancia de oficio ordenará su citación en los términos 

en que aquí se prescribe para el demandado.” 

 

En consideración a la falta de cumplimiento a cabalidad de estas exigencias normativas 

por parte del actor popular, el Tribunal Administrativo del Meta dispuso en la 

providencia del 10 de agosto de 2021, que: 

 

“En atención a que en la demanda el actor popular menciona que 

las deficiencias descritas en la demanda generan un “estado de cosas 

inconstitucionales”, y además, en sus fundamentos de derecho cita la 

Sentencia T-153 de 1998, por medio de la cual la Corte Constitucional 

declaró por primera vez el estado de cosas inconstitucional en materia 

penitenciaria y carcelaria, así como las Sentencias T-388 de 2013, T- 

762 de 2015 y el Auto 121 de 2018 de la Alta Corporación, decisiones 

que es evidente abordan y dictan órdenes sobre la problemática en el 

sector penitenciario y carcelario de todo el país, incluido el Vichada; de 

conformidad con lo establecido en los literales b) y c) del artículo 18 de 

la Ley 472 de 1998, deberá́ aclarar tanto los hechos, actos, acciones u 

omisiones, como las pretensiones, frente a cada uno de los demandados, 

exponiendo concretamente las actividades que considera de cada uno 
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resultan atentatorias de cada uno de los derechos colectivos invocados, 

así como la pretensión correlativa. 

Asimismo, deberá expresar claramente en sus fundamentos 

jurídicos la razón por la cual las decisiones de la Corte Constitucional no 

conllevan o no inciden en la protección de los derechos que busca 

proteger con su demanda, y por ende presenta una acción popular. 

Lo anterior, a efectos de delimitar el objeto perseguido con la 

presente demanda, dado que ya existen decisiones judiciales de la 

máxima autoridad Constitucional en el país que abordan la misma 

problemática y además, garantizar en debida forma el derecho de 

contradicción y defensa de las entidades demandadas.” 

 

No obstante, el accionante en el documento remitido por correo electrónico del 12 de 

agosto siguiente, al subsanar las deficiencias expuestas en la providencia arriba 

referida, se declaró sorprendido por el requerimiento del despacho, reiteró de manera 

genérica su argumentación y criticó que: “...se solicitan aclaraciones y situaciones 

fácticas nuevas, que más parecen enmarcadas a poner trabas y requisitos al acceso a 

la justicia por esta procuraduría regional.”.  Por consiguiente, incumpliendo la 

determinación judicial, plasmó de manera reiterativa la misma situación fáctica que fue 

objeto de crítica en el auto inadmisorio y no aclaró los hechos, actos, acciones, 

omisiones y la solicitud de sus pretensiones frente a cada uno de los demandados.  

 

En esas condiciones, considero que la demanda ha debido ser rechazada pues adolece 

de las formalidades de obligatorio acatamiento por quienes acuden a la administración 

de justicia, máxime en este caso en el que el demandante es una autoridad y ello no lo 

exime del cumplimiento de las normas propias del trámite que esta promoviendo. 

 

Si bien es cierto la carta política es precisa en determinar que el derecho sustancial 

tiene prevalencia sobre las formas, es una premisa que no opera de manera absoluta 

cuando se trata de aspectos fundamentales del ejercicio del derecho de acción y el 

lleno de los presupuestos procesales.  

 

Por ende, se impone que el Tribunal Administrativo del Meta declare probada esta 

excepción. 

 

ANEXOS 
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Me permito aportar copia de la Resolución No. 8615 de 2012, en virtud de la cual se 

delega al Director de Asuntos Legales la facultad de notificarse y constituir apoderado 

en juicios como el presente. Igualmente allego el poder para actuar conferido por el 

mencionado Director, el cual me fue comunicado conforme con el correo electrónico 

que en formato pdf, adjunto al mensaje.  

 

NOTIFICACIONES 

 

La parte demandante y su Apoderado, en las direcciones que aparecen en el libelo 

incoatorio. El suscrito, en las instalaciones del Comando de la Cuarta División del 

Ejército Nacional con sede en el cantón Militar de Apiay, vía a Puerto López, correo 

electrónico notificaciones.villavicencio@mindefensa.gov.co., buzón al cual solicito se 

sirvan por secretaria comunicar todas las actuaciones procesales de conformidad con 

lo preceptuado en el artículo 205 de la Ley 1437 de 2011 C.P.A.C.A.. 

 

 

Atentamente, 

 

 

 

 

 
GUSTAVO RUSSI SUAREZ 

Ministerio de Defensa Nacional 

Dirección de Asuntos Legales 
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REPUBLICA DE COLOMBIA

MINISTERIo DE DEFENSA NACIONAL

RESOLUCION NÚMERO 0 3 71 oe 

01 MAR 2021 
For ia cual se hace un nombramiento ordinario en la planta de empleados püblicos del Ministerio de 

Defensa Nacional- Unidad de Gestión General

EL MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL

En ejercicio de las facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas enel articulo 208de
la constitución Politica, literal g articulo 61 de la Ley 489 de 1998, en concordancia con lo dispuesto en 

los articulos 13 y 14 del Decreto Ley 091 de 2007 

RESUELVE

ARTICUL01. Nombrar al Doctor JORGE EDUARDO VALDERRAMA BELTRÁAN, identificado con 

la cédula de ciudadania No. 93.402.253, en el empleo de Libre Nombramiento y Remoción, Director del 

Sector Defensa, Código 1-3, Grado 18, de la Planta Global de Empleados Püblicos del Ministerio de 

Defensa Nacional Unidad de Gestión General Dirección de Asuntos Legales, por haber reunido losS 

requisitos para el empleo, teniendo en cuenta la necesidad del servicio. 

ARTICULO 2. Comunicar a través del Grupo de Talento Humano de la Dirección Administrativa del 

Ministerio de Defensa Nacional- Unidad de Gestión General, el presente Acto Administrativo. 

ARTICUL0 3. La presente resolución rige desde la fecha de su publicación y surte efectos fiscales

a partir de la posesión en el mencionado cargo. 

PUBLIQUESE, COMUNÍQUESE Y CÜMPLASE 

Dada en Bogotá, D.C.0 1 MAR 2021 

EL MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL 

DIEGOANDR S MOLANO APONTE 

Vo Bo SecretarioGeneral 
Vo Bo Directora Administrativa
Vo. Bo Coordinadora Grupo Talento humano 
Proyecto PD Sashenka Pinedo
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FORMATO Codigo: GT-F-008
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL

Republica de Colombia Versión: 1 
Acta de poseslón Vigente a partir de: 29 de agosto de 2019 

bertud y Orden

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL

Libortad y Orden 

ACTA DE POSESIÓN FUNCIONARIos 

ACTA DE POSESIÓN No. 0023-21 FECHA 1 de Marzo de 2021 

En la ciudad de Bogotà D.C., se presentó al DESPACHO DEL SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL 
quien reasume la facultad para la presente posesión, el Doctor JORGE EDUARDO VALDERRAMA BELTRÁN,
identificado con cédula de Ciudadania No. 93.402.253, con el fin de tomar posesión del empleo DIRECTOR DEL 
SECTOR DEFENSA, CÓDIGO 1-3, GRADO 18 de la PLANTA GLOBAL de empleados públicos del Ministerio 
de Defensa Nacional-Unidad de Gestión General - Dirección de Asuntos Legales, en el cual fue NOMBRADO, 
mediante Resolución No. 0371 del 1 de marzo de 2021. 

Manifestó, bajo la gravedad de juramento, no estar incurso en causal alguna de inhabilidad general o especial, 
de incompatibilidad o prohibición de las establecidas por los decretos 2400 de 1968, 1083 de 2015, ley 734 de 
2002 y demás disposiciones vigentes para el desempeño de empleos públicos. 

En cumplimiento a lo dispuesto por el articulo 141 del decreto 2150 de 1995, solo se exige la presentación de la 
cédula de ciudadanía. 

FiFFa delPosesionado DIEGO ANDRES MOLANO APONTE 
Ministro de Defensa Nacional



 13 

 

 

 

 

 
 



 14 

 

 

 
 

 

 



 15 

 

 

 
 

 

 
 



 16 

 

 

 
 

 

 



 17 

 

 

 

 

 



 18 

 

 

 

 

 



 19 

 

 

 

 

 



 20 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



De: Vannessa Contencioso vannessacontenciosomdn@gmail.com
Asunto: Fwd: poderes
Fecha: 1 de octubre de 2021 a las 10:51 a. m.

Para: Gustavo Russi gusrussi@gmail.com

mailto:Contenciosovannessacontenciosomdn@gmail.com
mailto:Contenciosovannessacontenciosomdn@gmail.com
mailto:Russigusrussi@gmail.com
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---------- Forwarded message ---------
De: Vannessa Contencioso <vannessacontenciosomdn@gmail.com>
Date: jue, 30 de sep. de 2021 a la(s) 16:55
Subject: Re: poderes
To: Jammy Marjory Castañeda Martinez <Jammy.Castaneda@mindefensa.gov.co>

GRACIAS. 

El jue, 30 de sep. de 2021 a la(s) 16:04, Jammy Marjory Castañeda Martinez (Jammy.Castaneda@mindefensa.gov.co) escribió:

Buenas tardes envio poderes
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